El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD PROMESA DE COMPAVENTA / JURAMENTO ESTIMATORIO / REQUISITOS / FRUTOS Y MEJORAS / NO PUEDEN CONFUNDIRSE LOS UNOS CON LAS OTRAS / LOS PRIMEROS PERTENECEN AL DUEÑO DEL BIEN.
Declarada la nulidad del contrato de promesa de compraventa celebrado por las partes, no podrán cumplir la obligación de perfeccionar el contrato prometido, porque esa decisión produce su aniquilación. Empero, si aquellas anticiparon el cumplimiento de algunos de los deberes del contrato a que se refería la promesa, por regla general y atendiendo el mandato contenido en el artículo 1746 del CC, deben volver al mismo estado en que se hallarían si no hubiese existido el acto o contrato nulo, disposición que además dice que en las “restituciones mutuas que hayan de hacerse los contratantes en virtud de este pronunciamiento, será cada cual responsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, de los intereses y frutos, y del abono de las mejoras necesarias, útiles o voluptuarias, tomándose en consideración los casos fortuitos, y la posesión de buena o mala fe de las partes; todo ello según las reglas generales”. (…)
No está de acuerdo el recurrente con la cuantía en que fueron tasadas las mejoras cuyo pago se le impuso, a favor de la demandada en la suma de $262.384.237,50.

Aduce que se fijó su cuantía con fundamento en una valoración probable y futura, aun no se han producido, siendo inciertas y “con el carácter de frutos naturales”, los que de acuerdo con el artículo 714 del CC pertenecen al dueño…
El artículo 96 del CGP exige en el numeral 3 hacer el juramento estimatorio al responder la demanda y el inciso 2º del artículo 97 del mismo código, dice: “La falta de juramento estimatorio impedirá que sea considerada la respectiva reclamación del demandado, salvo que se concrete la estimación juramentada dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del requerimiento que para tal efecto le haga el juez”.

… surge evidente que el juzgado no requirió al demandado para que estimara razonadamente el valor de las mejoras que reclama, sino para que manifestara si hacía la reclamación bajo juramento; y que la citada parte, tampoco en esa oportunidad hizo la estimación del valor de las mejoras bajo juramento. (…)

Son pues diferentes los frutos y las mejoras que los producen.

Los primeros, pertenecen al dueño de la cosa que los produce de acuerdo con el artículo 716 del CC…
En el asunto bajo estudio, como lo sostiene el demandante, resultó condenado a pagar por concepto de mejoras lo que en realidad serán los frutos naturales que han de producir los cultivos de aguacate, banano y plátano en los próximos años, cuando de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, tales frutos pertenecen al dueño del predio y por ende, no constituyen una mejora que deba ser reconocida a favor de la demandada.
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HECHOS DEMANDA: (F 26 y ss, C 1) El 30 de abril de 2013, las partes celebraron promesa de compraventa respecto de un inmueble ubicado en el municipio de Quinchía, en la vereda Huisama, finca El Porvenir, identificado con MI. No. 293-1422 de la ORIP de Belén de Umbría; el precio pactado fue de $130.000.000 que la demandada se obligó a pagar en cuotas anuales, desde el 30 de abril de 2014, por la suma de $20.000.000 cada una y otra por $30.000.000; el demandante entregó el inmueble a la suscripción de la promesa y la demandada incumplió con el pago acordado desde la primera cuota.
PRETENSIONES: Se declare resuelta la promesa de compraventa referida por incumplimiento de la demandada; se condene a la última a la restitución del inmueble y a pagar el valor de los frutos civiles desde el 30 de abril de 2013, hasta la fecha de la entrega y las costas del proceso.
RESPUESTA A LA DEMANDA: (F 37 y ss. C 1) La demandada aceptó parcialmente los hechos de la demanda; frente a las pretensiones, solo se opuso a la condena al pago de frutos civiles y a las costas del proceso; reclamó el reconocimiento de mejoras. Como excepciones de fondo propuso las de inexistencia de fundamentos legales para reclamar incumplimiento del contrato; falta de legitimación por activa, reclamación de mejoras y la genérica.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el  6 de marzo de 2019. En ella se negó la pretensión de resolución, se declaró la nulidad de la promesa; se reconocieron por frutos civiles al demandante y a cargo de la demandada la suma de $25.000.000 y como mejoras a cargo del primero y a favor de la última la suma de $262.384.237,50; se ordenó la restitución del inmueble al actor en un plazo de 30 días y se condenó al mismo señor a pagar el 75% de las costas causadas. (Se les entrega copia de la sentencia).
APELACIÓN: Inconforme con la decisión, el apoderado del demandante la apeló. (Los reparos están por escrito y se les entrega copia) 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a dictar sentencia de segunda instancia en este proceso que instauró el señor Jonson Gabriel Torres Ibagué contra  la señora Bellanira Balvuena Herrera.
CONSIDERACIONES 

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y ninguna nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado. 

2. Además, las partes están legitimadas en la causa como suscriptores de la promesa de compraventa cuya resolución se propuso.
3. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del CGP corresponde determinar si la sentencia debe revocarse o modificarse en cuanto a la cuantía en que fueron tasadas las mejoras a cargo del demandante y a favor de la demandada.
Lo relacionado con la declaratoria de nulidad de la promesa de compraventa y la restitución del inmueble no fueron objeto de disenso al formular el recurso. En consecuencia, se considera que las partes quedaron de acuerdo con tales decisiones. 

4. Declarada la nulidad del contrato de promesa de compraventa celebrado por las partes, no podrán cumplir la obligación de perfeccionar el contrato prometido, porque esa decisión produce su aniquilación. Empero, si aquellas anticiparon el cumplimiento de algunos de los deberes del contrato a que se refería la promesa, por regla general y atendiendo el mandato contenido en el artículo 1746 del CC, deben volver al mismo estado en que se hallarían si no hubiese existido el acto o contrato nulo, disposición que además dice que en las “restituciones mutuas que hayan de hacerse los contratantes en virtud de este pronunciamiento, será cada cual responsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, de los intereses y frutos, y del abono de las mejoras necesarias, útiles o voluptuarias, tomándose en consideración los casos fortuitos, y la posesión de buena o mala fe de las partes; todo ello según las reglas generales”.

5. En este caso, como obligaciones anticipadas solo se produjo la entrega del inmueble prometido en venta, pues la demandada no pagó el precio, aspectos sobre los que no existe controversia en el plenario. 

6. En relación con la cuantía en que fueron tasados los frutos reclamados, el recurso de declaró desierto y por ende, no se analizará el asunto en esta providencia.
7. No está de acuerdo el recurrente con la cuantía en que fueron tasadas las mejoras cuyo pago se le impuso, a favor de la demandada en la suma de $262.384.237,50.

Aduce que se fijó su cuantía con fundamento en una valoración probable y futura, aun no se han producido, siendo inciertas y “con el carácter de frutos naturales”, los que de acuerdo con el artículo 714 del CC pertenecen al dueño; se reconocieron frutos futuros como mejoras y no podían tasarse porque corresponden a una mera expectativa. 

Agregó que las mejoras corresponden únicamente a los costos de producción, que en un principio se reconocerían, pero no pueden serlo por la presunción de mala fe “y demostración a través de la confesión de parte”.

Considera la Sala:

Al dar respuesta a la demanda solicitó la accionada el reconocimiento de mejoras, para lo cual, dijo su apoderado, se entrega el dictamen pericial, en el que se relacionan como tales el  café, plátano, banano y aguacate, plantados durante la posesión del terreno y se agregó que la experticia analizó el estado actual de los cultivos, la época en que se espera su cosecha, rendimiento de cada plantación, se estableció  su rentabilidad en el tiempo de vida de los árboles, para dejar en rojo la productividad del café, pero señalar importantes ganancias en los restantes cultivos y se estimó una producción total de $355.230.370, que espera sean reconocidos.
En ese escrito la accionada no hizo el juramento estimatorio respecto de las mejoras que dijo reclamar.

El artículo 96 del CGP exige en el numeral 3 hacer el juramento estimatorio al responder la demanda y el inciso 2º del artículo 97 del mismo código, dice: “La falta de juramento estimatorio impedirá que sea considerada la respectiva reclamación del demandado, salvo que se concrete la estimación juramentada dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del requerimiento que para tal efecto le haga el juez”.

Ese precepto lo desconoció el juzgado, que procedió en la audiencia que desarrolla el artículo 372 del CGP a requerir al apoderado de la parte demandada, en los siguientes términos: “Mirada la contestación de la demanda se están reclamando unas mejoras, incluso se trajo un dictamen pericial por el valor estimando pues los cultivos que están los cultivos de plátano, café, banano, aguacate, etc., entonces se le concede el uso de la palabra al demandado, al señor apoderado por la parte demandada para que esta reclamación, manifieste si esta reclamación la estima bajo la gravedad de juramento”.

Frente a tal requerimiento dijo el referido profesional: “… teniendo en cuenta la reclamación que se ha hecho en la parte de prestaciones mutuas, entonces estamos diciendo este medio de prueba dictamen pericial del señor juez, que se solicita que la parte convocante o demandante cancele los frutos o todas las mejoras que se han practicado dentro del inmueble conforme a un dictamen pericial que se arribó con la contestación y que en el momento de la prueba, del nuevo dictamen pericial, le estoy solicitando para que cuando lleguemos a las pruebas se pida la comparecencia de dicho profesional a este despacho para que explique el origen de los mismos, entonces ahorita precisaría de acuerdo al planteamiento que el despacho hace y que esta solicitud de estimación de las mejoras que las sustentamos bajo esa prueba con el dictamen pericial lo va a condicionar bajo la modalidad de juramento estimatorio establecido en el artículo 206…”.  
De esas expresiones surge evidente que el juzgado no requirió al demandado para que estimara razonadamente el valor de las mejoras que reclama, sino para que manifestara si hacía la reclamación bajo juramento; y que la citada parte, tampoco en esa oportunidad hizo la estimación del valor de las mejoras bajo juramento.

El juzgado decidió reconocer su valor al concluir que la demandada plantó en el predio aguacate, plátano y banano, de acuerdo con el interrogatorio rendido por el demandante y las declaraciones de algunos testigos.

Para cuantificar su valor, se sustentó en el dictamen pericial practicado en el curso del proceso, con fundamento en el cual emitió las siguientes conclusiones:

a) Por las cosechas de aguacates, el demandante  va a recibir en los futuros trece años $288.000.000, fruto de lo que plantaron la demandada y su esposo Agapito, a la que le deduce los costos de producción anual que tasó en $3.887.175, la que multiplica por esos trece años y así obtiene como resultado $50.533.275, que descuenta a la primera cifra y obtiene $237.466.725 que dice corresponden al valor de la cosecha en ese período.
A renglón seguido expresa que debe tenerse en cuenta que además de los costos de mantenimiento, se hizo una inversión inicial de $4.824.253, que calculó el perito como costo de la semilla y de la mano de obra, valor agregado para producir el aguacate, del que se va a beneficiar el demandante; lo propio ha hecho la demandada durante más de dos años; entonces aquella cifra la divide por 15 “que son los años en los que va a estar todo el cultivo de aguacate” y así obtiene como resultado $321.617,26 por año; el que multiplica por dos para determinar el beneficio que recibió la demandada y obtiene como resultado $643.234.53, que descuenta a la primera, lo que le da $4.181.025 “que es lo que debe reconocerle como inversión inicial el señor Jonson”.
Remata diciendo que en total, por las mejoras de aguacate, el demandante deberá cancelar a la demandada $241.647.750.
b) En relación con las plantaciones de banano, dijo que estaban en cosecha; que su duración es de ocho años; el cultivo se va renovando como lo explicó el perito; son 312 matas; un racimo pesa 15 kilos y produce dos al año; ya se han producido durante dos, o sea que la vida útil es de seis; se calcula en $350 el kilo, lo que traduce que el demandante va a recibir como cosecha de banano la suma de $19.656.000, pero para su producción debe invertir anualmente $976.050, o sea que en seis años serían $5.856.300.

Luego adujo que la inversión inicial fue de $1.184.650, calculando la utilidad neta, descontando lo que tarda la cosecha y restando los costos de producción, obtiene como resultado $13.799.700; hay que tener en cuenta, dice, ese valor inicial, “de la que recibió la señora Belarmina dos años”; luego esa suma inicial la divide en 8 “que es el total de la cosecha” y obtiene $148.081,25, lo que multiplicado por 6 da $888.487,50 y así, concluye que como mejoras por banano el demandante debe cancelar a la demandada $14.688.187,50.
c) Se refiere luego a 312 matas de plátano, que tienen 3 años de vida; su peso es de 12 kilos, que, sin decir la cantidad, produce dos cosechas al año, lo que traduce 24 kilos, “por $450 que vale según el kilo de plátano por 302 semanas y por 3 años, nos da $10.108.800”; para que produzca esa suma hay que invertirle $1.775.650, por 3, $5.266.950”, lo que traduce que la ganancia neta del plátano es de $4.841.850.

Expresó el juzgado que de acuerdo con el perito, el valor inicial de esas 312 matas es de $2.010.750, que pagaron la demandada y “don Agapito”, la que a ellos pertenece. Al dividir  esa suma por 5 y multiplicarla por 3, “es lo que se va a beneficiar don Jonson $1.206.450 entonces total la mejora de plátano es de $6.048.300”.
Finaliza diciendo que el valor de las mejoras que serán reconocidas a la demandada, a cargo del demandante, asciende a $262.384.237,50.
Considera la Sala,
En relación con las prestaciones mutuas y lo que constituyen frutos y mejoras, dijo la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 16 de septiembre de 2011, con ponencia del Dr. Arturo Solarte Rodríguez, en proceso con radicación 19001-3103-003-2005-00058-01.
“[l]as prestaciones mutuas, como lo ha recordado esta Corporación, consisten en ‘el reconocimiento de los frutos, entendidos como el producido del bien en disputa relacionado con los paralelos gastos ordinarios de producción que son aquéllos en que habría incurrido cualquiera persona para obtenerlos y que por lógica deben ser asumidos en definitiva por quien se va a beneficiar de aquellos al tenor del inciso final del art. 964 del Código Civil, y las expensas o  mejoras  a las cuales se refieren los artículos 965, 966 y 967 ibídem, atinentes en esencia a la gestión patrimonial  cumplida por el poseedor condenado a restituir y que tienen expresión, por norma, en los gastos que se hacen por ese poseedor y con los que pretendió mejorar el bien, llevando de ordinario consigo la noción de aumento, progreso, mayor utilidad, más adecuado servicio o mejor presentación’ …”
Son pues diferentes los frutos y las mejoras que los producen.

Los primeros, pertenecen al dueño de la cosa que los produce de acuerdo con el artículo 716 del CC, que dice: 
“Los frutos naturales de una cosa pertenecen al dueño de ella; sin perjuicio de los derechos constituidos por las leyes, o por un hecho del hombre, al poseedor de buena fe, al usufructuario, al arrendatario.

Así, los vegetales que la tierra produce espontáneamente o por el cultivo, y las frutas, semillas y demás productos de los vegetales, pertenecen al dueño de la tierra.

Así también las pieles, lana, astas, leche, cría y demás productos de los animales, pertenecen al dueño de éstos.”

En el asunto bajo estudio, como lo sostiene el demandante, resultó condenado a pagar por concepto de mejoras lo que en realidad serán los frutos naturales que han de producir los cultivos de aguacate, banano y plátano en los próximos años, cuando de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, tales frutos pertenecen al dueño del predio y por ende, no constituyen una mejora que deba ser reconocida a favor de la demandada.

8. En consecuencia, se modificará la cuantía en que fueron establecidas las mejoras, para reducirlas al valor del costo inicial de cada cultivo.

A esa tasación se estará la Sala, teniendo en cuenta que el valor que se dio a la inversión inicial para plantar los cultivos no fue objeto de reparo por el accionante, quien, respecto de las conclusiones del juzgado, solo criticó el hecho de haber sido reconocidas como mejoras, se repite, el valor de los frutos que producirán en el futuro.

En consecuencia, por el cultivo de aguacate se reconocerá la suma de   $4.824.259; por el de banano $1.184.650 y por el de plátano $2.010.750, teniendo en cuenta las conclusiones del juzgado que estimó correspondían a la inversión inicial, de conformidad con el dictamen  pericial aportado por la parte demandada, sin reparo por el apelante.
Cada uno de esos valores será actualizado de conformidad con la variación que ha tenido el índice de precios al consumidor, desde la fecha en que se incorporó el dictamen pericial al proceso, el 2 de noviembre de 2018, (F 66V, C 1), pues no se indicó la fecha del avalúo, hasta el 31 de enero de 2020, para lo cual se aplicará la siguiente formula: VA = VH X ÍNDICE FINAL / ÍNDICE INICIAL.

Donde el valor actualizado (VA) se determina multiplicando el valor histórico (V.H.) por el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE a enero de 2020, dividido por el índice vigente a la fecha en que se presentó el avalúo
. Entonces:
VA=
$4.824.259 x 104.24 / 99.70 = $5.043.939,39
VA= $1.184.650 x 104.24  / 99.70 = $1.238.594,94
VA = $2.010.750 x 104.24 / 99.70 =  $2.102.312,72
En conclusión, la suma que deberá restituir el demandante a los demandados asciende a $8.384.847,05 a enero de 2020.
Las restituciones ordenadas deberán hacerse dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria de esta providencia; de no producirse el pago de las sumas respectivas, en el plazo indicado, empezarán a causar  intereses al 6% anual

9. Alegó el impugnante que dejó de aplicarse la presunción de mala fe, de acuerdo con el artículo 768 del “Estatuto Adjetivo Civil”, porque se incurrió en error de derecho, lo que hace presumir la mala fe y transcribe parcialmente apartes de la sentencia SC-5060 de la CSJ, del 22 de abril de 2016, con ponencia del Dr. Jesús Vall de Rutén Ruiz.
El artículo 768 del CC, en el inciso  4º, dice que la buena fe es la conciencia de haberse adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos exentos de fraudes y de todo otro vicio y en el inciso 4º expresa que el error, en materia de derecho, constituye una presunción de mala fe, que no admite prueba en contrario.

En la sentencia que de manera parcial transcribió el impugnante al formular los reparos, se lee que para el efecto de las restituciones mutuas como consecuencia de la nulidad del contrato, no tiene aplicación la presunción de mala fe a que se refiere el último precepto citado. Dijo en esa oportunidad la CSJ:
“Es notorio que esta última presunción sea considerada como  una excepción del legislador al postulado de la buena fe que, a más de principio general del derecho, hoy ostenta rango constitucional, en virtud de lo establecido en el artículo 83 de la Constitución Política. De modo que ese carácter excepcional, además de su índole sancionatoria, torna al precepto que contiene la presunción de derecho de mala fe (inciso cuarto del artículo 768 del Código Civil) en disposición de aplicación restringida únicamente a ese ámbito posesorio dentro del cual está delineada, no siendo por consiguiente aplicable para deducir inexorablemente el estado subjetivo (buena o mala fe) de los contratantes al momento de la celebración del contrato a la sazón nulo, por ausencia de formalidades, pues, al decir de autorizados expositores 

“la regla de que el error de derecho constituye una presunción de mala fe que no admite prueba en contrario no es de aplicación general. Se refiere sólo a la posesión, según se desprende del mismo título en que se encuentra y de los antecedentes sobre esta materia. Si la disposición del inciso final del artículo 706
 se hiciera extensiva, por ejemplo, a los contratos, resultaría el absurdo jurídico de que por el solo hecho de declararse la ilegalidad de ellos, se declararía también la mala fe de las partes, y por tratarse de una presunción de derecho no les sería permitido probar lo contrario” (Alessandri, Somarriva y Vodanovic, Tratado de los derechos reales, Editorial Temis y Editorial Jurídica de Chile, 6ª edición,  Bogotá, Tomo I, página 386)….”

Por tanto, como la presunción de mala fe que consagra el inciso 4º del artículo 768 del CC no tiene aplicación en el caso concreto, el reparo formulado tampoco está llamado a prosperar.

Por tanto, se revocará el ordinal quinto del fallo y en su lugar, se condenará a la demandada a pagar las costas causadas en primera instancia, a favor del actor, por el 80% de su valor.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Se confirmará la sentencia que se revisa, modificando el ordinal tercero en relación con la cuantía en que fueron tasadas las mejoras reconocidas a la demandada, el que además se adicionará para disponer que las sumas ordenadas cancelar, deberán serlo dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria de esta providencia; que de no hacerlo, causarán intereses al 6% anual.
Lo relacionado con el derecho de retención a que se refirió el apoderado de la demandada al formular sus alegatos, no será reconocido, pues no impugnó el fallo objeto de revisión.

No se impondrá condena en costas en esta sede, de acuerdo con los numerales 3 y 4 del artículo 366 del CGP, pues la sentencia que se profiere ni confirmará, ni revocará en todas sus partes la de primera instancia.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Quinchía, Risaralda, el 6 de marzo de 2019, en el proceso instaurado por el señor Jonson Gabriel Torres Ibagué contra la señora  Bellanira Valbuena Herrera, con las siguientes salvedades:

a) El ordinal tercero SE MODIFICA en relación con la cuantía en que se tasaron las mejoras reconocidas, para establecerlas en $8.384.847,05 a enero 31 de 2020.
b) Ese ordinal se ADICIONA para disponer que las restituciones ordenadas deberán hacerse dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria de esta providencia; de no producirse el pago de las sumas respectivas, en el plazo indicado, empezarán a causar intereses al 6% anual

2º Sin costas en esta instancia. 
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS



DUBERNEY HERRERA GRISALES

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� La información sobre los índices de precios al consumidor se obtuvo de la página htp/www.dane.gov.co/index.php/precios-e-inflacion/indice-de-precios-al-consumidor. indices. Series de Empalme / 2000 - 2015(Enero)


� Esta norma del Código Civil de Chile corresponde al artículo 768 del colombiano.
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